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Directiva de interponer recurso de reposición contra la
Orden de la Consejería de la Presidencia y Trabajo de
la Junta de Extremadura, así como de formular alega­
ciones, si así lo hubiera estimado oportuno, sobre la falta
o no de ·concurrencia de ese requisito formal y su apli­
cación como motivo de inadmisibilidad del recurso de
reposición por falta de legitimación, que determinó, en
última instancia, la desestimación del recurso conten­
cioso-administrativo. Sin embargo, no lo hizo así, lo que
revela una actitud contraria a las exigencias de un com­
portamiento diligente en la defensa y protección de sus
derechos e intereses. Ello excluye, en definitiva, que la
Sentencia del órgano judicial pueda ser considerada
como constitutiva de la denunciada vulneración del dere­
cho a la tutela judicial efectiva, pues es reiterada doctrina
de este Tribunal que no existe lesión del derecho a la
tutela judicial efectiva cuando ésta es debida a la pasi­
vidad, desinterés, negligencia, error técnico o impericia
de las partes o de los profesionales que las representan
o defienden (SSTC 112/1993; 364/1993; 158/1994),
sin que las omisiones o falta de diligencia de una de
las partes pueda proyectarse, una vez terminado el pro­
ceso, en las demás partes en él intervinientes a quienes
también alcanzan -y no sólo a la actora- las garantías
del art. 24 de la Constitución.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo promovido por el
Colegio Oficial de Médicos de Badajoz.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a tres de octubre de mil novecientos
noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

24497 Sala Primera. Sentencia 263/1994. de 3 de
octubre de 1994. Recurso de ampara
273/93. Contra Sentencia de la Sala de la
Social del T.S.J. de Andalucía, dictada en
recurso de suplicación. interpuesta contra la
del Juzgada de lo Social núm. 3 de Málaga.
en autos sobre despida. Supuesta vulneración
del derecha de libertad sindical y del principia
de igualdad:' excedencia forzosa de las tra­
bajadores que desempeñan cargas sindicales.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 273/93, promovido
por don Antonio Rodríguez Prieto, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Isabel de la Mise-

ricordia Garcra, asistido de la Letrada doña Marisa More­
no Castillo. sobre Sentencia de 2 de abril de 1992 de
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía, en autos sobre despido. Han comparecido
el Ministerio Fiscal y Caja Rural Provincial de Málaga.
representada por el Procurador don Bonifacio Fraile Sán­
chez. y asistida del Letrado don Antonio López Portillo.
Ha sido Ponente el Presidente don Miguel Rodríguez-Pi­
ñero y Bravo-Ferrer. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 3 de
febrero de 1993, la Procuradora de los Tribunales doña
Isabel de la Misericordia García. actuando en nombre
y representación de don Antonio Rodríguez Prieto. inter­
puso recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala
de lo Social. del Tribunal Superior de Justicia de Anda­
lucía con sede en Málaga. de 2 de abril de 1992, dictada
en recurso de suplicación núm. 735/91. interpuesto con­
tra la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 3 de
Málaga, de 14 de marzo de 1991, en autos sobre
despido.

2. El recurso de amparo se fundamentaba en los
siguientes hechos;

a) El hoy actor venía prestando servicios para la Caja
Rural Provincial de Málaga desde 1314 de enero de 1971.
Con efectos de 15 de julio de 1980 pasó el actor a
la situación de excedencia forzosa, por ocupar el cargo
de Secretario Provincial en Málaga de la Unión Sindical
Obrera (U.S.O.). En diciembre de 1988 pasó a ocupar
el cargo de Secretario General de USO-Andalucía, del
que dimitió el 31 de octubre de 1990. El 7 de noviembre
de 1990 solicitó el actor su reincorporación a su puesto
de trabajo, que le fue denegada por carta de la entidad
empleadora de fecha 30 de noviembre, sin que conste
la fecha de recepción de la mencionada carta. El 20
de diciembre de 1990 presentó el actor papeleta de
conciliación ante el I.M.A.C.. intentándose sin efecto el
acto con fecha 10 de enero de 1991.

b) Presentada demanda de despido ante el Juzgado
de lo Social el 14 de enero de 1991, el Juzgado núm.
3 de los de Málaga dictó Sentencia, en la que, estimándose
la demanda, se declaraba la nulidad del despido del actor,
condenando a la empresa a su readmisión, con abono de
los salarios dejados de percibir. En eJ acto del juicio oral
había solicitado el actor que se plantease por el órgano
jurisdiccional cuestión de inconstitucionalidad sobre el arto
9.1 b) de la Ley Orgánica de Libertad Sindical (en adelante,
L.O.L.S.). solicitud. que fue rechazada por Auto del Magis­
trado, de fecha 13 de marzo de 1991.

c) Interpuesto recurso de suplicación por la entidad
demandada, la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía dictó Sentencia el 2 de abril
de 1992, en ella se estimaba el recurso interpuesto por
la Caja Rural Provincial. Entendía la Sala que no procedía
entender que el actor se encontrase en excedencia for­
zosa al amparo de lo previsto en el arto 9.1 b) L.O.L.S..
por no ser el sindicato al que pertenecía «más repre­
sentativo» en los términos previstos en les arts. 6 y 7
de la referida ley. De ahí que, en su caso, la excedencia
fuese voluntaria.

Estimaba la Sala, asimismo, que la reserva de este
beneficio, exclusivamente, a trabajadores que ostenta­
sen cargcs electivos en organizaciones sindicales más
representativas no vulneraba el arto 28 C.E. La ley. en
una opción conforme con la Constitución, ha promo­
cionado el hecho sindical a través del reforzamiento de
organizaciones que demuestren una especial audiencia,
un especial respaldo en el conjunto de los trabajadores,
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adecuando, a su vez. cela función asignada a las orga­
nizaciones sindicales y empresariales con la capacidad
real de las mismas, con su peso efectivo en el sistema
de relaciones laborales». de ahí que no procedía plantear
cuestión de inconstitucionalidad sobre el referido pre­
cepto. Por lo demás, la implantación de un sistema de
libertad sindical. impedía considerar vigente la legisla­
ción preconstitucional y los derechos concedidos a los
trabajadores que ocupaban cargos sindicales (en el sis­
tema de sindicato único de Derecho público) por el
Decreto de 23 de julio de 1971, inspirado en los prin­
cipios de la Ley Sindical dll 17 de febrero de 1971.

d) Interpuesto recurso de casación en unificación
de doctrina, éste fue inadmitido por Auto de la Sala
Cuarta del Tribunal Supremo, de 17 de noviembre de
1.992 (no\. 11 enero 1993).

3. Considera el actor que la resolución impugnada
vulneraba los arts. 14 y 28 C.E., como se deducía de
la aplicación al caso de la STC 99/1987, que declaró
la inconstitucionalidad y consiguiente nulidad del art.
29.2.1 de la Ley 30/1984. de Medidas Urgentes de
Reforma de la Función Pública, que establecía idéntica
previsión, (para los funcionarios) que el arto 9.1.
b) L.O.L.S. para los trabajadores, por ello se solicitó.
tanto en la instancia como en vía de recurso. que se
plantease la cuestión de inconstitucionalidad del referido
precepto. Al no hacerlo así. y refrendar la legitimidad
constitucional de la diferencia entre organizaciones sin­
dicales por razón de su representatividad. en un tema
que afectaba directamente a los derechos de los afi­
liados, dicha Sentencia del T.S.J. de Andalucía confirmó
la vulneración de los derechos en cuestión. En parecidos
términos a la STC 99/1987 ya citada se expresó también
la STC 7/1990.

El actor sostenía que, en este caso, también era pre­
ciso distinguir entre los derechos concedidos a las orga­
nizaciones y los que pudieran concederse a los traba­
jadores afiliados a dichas organizaciones. En relación con
este segundo aspecto de la cuestión. el precepto de
la L.O.L.S. reducía los derechos de ciertos trabajadores
afiliados, en comparación con otros, de ahí la irracio­
nalidad de la diferencia de trato, porque no afectaba
sólo a las organizaciones, sino también a los trabaja­
dores, individualmente considerados. sin puntualizar
mínimamente cuál puede ser la razón que justifique el
privilegio. Todo ello, además. a diferencia de lo que suce­
diera en el art. 46 E.T., que refería la excedencia forzosa
únicamente a los trabajadores con cargo sindical, sin
introducir los distingos descritos, que sólo tienen su ori­
gen en el citado arto 9 LO.L.S.

Por todo lo anterior, solicitaba de este Tribunal que
dictase Sentencia estimatoria. declarando la nulidad de
la resolución impugnada y el carácter de excedencia
forzosa de la que el trabajador reclamante había dis­
frutado.

4. Por providencia de 28 de junio de 1993, la Sec­
ción Primera de este Tribunal. acordó, según lo previsto
en el art. 50.3 LOTC, abrir plazo común de diez días
a la parte y al lI1Iinisterio Fiscal para que alegasen lo
que tuvieran por conveniente en relación con la posible
concurrencia en la demanda de los motivos de inad­
misión previstos en los arts. 44.2 LOTC en relación con
el arto 50.1 a) LOTC (ser la demanda extemporánea)
y en el art. 50.1 c) LOTC (carecer manifiestamente de
contenido constitucional).

5. El actor evacuó el trámite por escrito registrado
el 8 de julio de 1993. en el que reproducía los argu­
mentos de la demanda en cuanto al fondo. y hacía cons­
tar que no se había agotado el plazo de veinte días para

interponer el recurso de amparo previsto en el arto 44.2
LOTC. puesto que habiéndose intentado el recurso de
casación para unificación de doctrina. el Auto por el
que éste fue inadmitido había sido notificado el 11 de
enero de, 1993. teniendo entrada la demanda de amparo
el 3 de febrero del mismo año.

6. El Ministerio Fiscal efectuó sus alegaciones por
escrito registrado el 13 de julio de 1993. Consideraba
el Ministerio Público que el recurso de casación para
unificación de doctrina había sido declarado improce­
dente, como así se desprendía del Auto de la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo que lo inadmitía, por la falta de
conexión entre los hechos de la Sentencia impugnada
y la ofrecida como contraste. pero de ello no debía dedu-_
cirse necesariamente que la parte hubiera intentado alar­
gar artificialmente la vía judicial previa. La inadmisión
del recurso había requerido un esfuerzo interpretativo
(aunque sólo se moviera en el plano fáctico) por parte
de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo. lo que. en prin­
cipio, excluía cualquier intencionalidad de la parte en
el sentido descrito, deducida de. la manifiesta falta de
fundamento del recurso. Por ello consideraba el Fiscal
que no procedía considerar extemporánea la demanda
de amparo ceaunque la causa de inadmisión se encuentre
en el límite de lo tolerable».

En cuanto al fondo de la cuestión planteada. la abun­
dante jurisprudencia de este Tribunal ponía de manifiesto
la complejidad subyacente al tratamiento diferencial deri­
vado de la mayor representatividad sindical. Por ello,
y para concluir. estimaba el Ministerio Fiscal que debiera
admitirse a trámite la demanda, por no carecer mani­
fiestamente de fundamento. en el sentido previsto en
el art. 50.1 c) LOTC.

7. Por providencia de 4 de octubre de 1993. la Sec­
ción acordó admitir a trámite la demanda. requiriendo
al Juzgado de lo Social núm. 3 de Málaga y a la Sala
de lo Social del T.S.J. de Andalucía para que remitiesen
las actuaciones y emplazasen a quienes hubieran sido
parte en el procedimiento a fin de que compareciesen.
si lo deseaban. en el recurso de amparo.

8. El 23 de noviembre de 1993 compareció en el
proceso la Caja Rural Provincial de Málaga. abriéndose.
por providencia de 13 de diciembre de 1993, el trámite
de alegaciones previsto en el art. 52 LOTC.

9. El actor, por escrito registrado el 12 de enero
de 1994. se reiteró en las alegaciones ya efectuadas
en la demanda.

10. El Ministerio Fiscal, el 26 de enero de 1994.
presentó sus alegaciones. reiterando las ya efectuadas
sobre la presentación en plazo de la demanda de amparo,
aunque se tratase de un supuesto límite.

En cuanto a la cuestión de fondo, ésta consistía en
dilucidar si la excedencia de que disfrutó el actor era
forzosa o voluntaria y, por tanto, dotada o no de reserva
de puesto de trabajo para cuando se cesase en el desem­
peño de cargo sindical. La Sentencia impugnada había
llegado razonadamente a la conclusión de que. según
los arts. 45.1, 46.1 Y 48.3 E.T.. la excedencia que corres­
pondía a los trabajadores que desempeñaban cargos sin­
dicales era la voluntaria, si bien entendía la Sala que
al finalizar dicha situación podía resultarle de aplicación
también la L.O.L.S.. seleccionando. entre las dos normas
concurrentes. cuál le resultaría aplicable. Todas ellas-eran
cuestiones de mera legalidad ordinaria.

Sin embargo, el problema constitucionalmente rele­
vante surge desde el momento en que el precepto de
la L.O.L.S. [arto 9.1 b)] reServa exclusivamente la exce­
dencia forzosa a los trabajadores que desampeñen car-
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gas electivos en las organizaciones sindicales más
representativas.

Recordando la doctrina de este Tribunal sobre la
mayor representatividad sindical. y en especial la de la
STC 99/1987. subrayaba el Ministerio Fiscal que. según
se desprende de aquélla. el criterio citado sólo autorizaría
a introducir diferencias entre sindicatos cuando éstas
fuesen razonables. objetivas. adecuadas y proporciona­
das (SSTC 184/1987.217/1988.7/1990. entre otras).
La conclusión que cabía obtener. al valorar la situación
de la que dimana el recurso de amparo es que. efec­
tivamente. se han vulnerado los arts. 14 y 28 C.E.. puesto
que el art 9.1 b) LOLS. coloca en situación de infe­
rioridad a los sindicatos que no alcancen los niveles de'
representatividad en él establecidos. dificultándoles el
ejercicio de sus funciones y su actividad específica.

Por todo lo anterior. el Ministerio Fiscal. al amparo
de lo dispuesto en los arts. 86.1 y 80 LOTC. en relación
con el art 372 LE.C.• solicítaba se dictase Sentencia
estimando el recurso de amparo. y tomando en con­
sideración lo establecido en el art 55.2 LOTC.

11. La representación de la Caja Rural Provincial
de Málaga hizo sus alegaciones el 7 de enero de 1994.
En ellas ponía en cuestión la legitimación del actor para
impugnar la constitucionalidad del arto 9.1 b) LOLS.
y reiteraba la racionalidad de la diferencia de trato.
implantada en éste. dadas las diferentes funciones y tra­
tamiento que en nuestro sistema de relaciones laborales
tienen atribuidos los sindicatos más representativos. Por
otro lado -concluye- una ley posterior. la LOLS.. puede
ampliar los supuestos de excedencia forzosa. recondu­
ciéndose la situación del actor al régimen general pre­
visto al efecto en el ET (art. 46).

12. Por providencia de 15 de septiembre de 1994.
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 19 siguiente. quedando conclusa el día
de la fecha.

11. Fundamentos jurídicos

1. Antes de ninguna otra consideración. procede
examinar la objeción a la admisibilidad de la demanda.
puesta de relieve en nuestra providencia de 28 de junio
de 1993. y referida a la posible extemporaneidad del
recurso de amparo [arts. 50.1 a) en conexión con el
art 44.2 LOTC). A la vista de las alegaciones efectuadas
p'or la parte y el Ministerio Fiscal procede concluir que
no concurre en el caso. debiendo considerarse. por con­
siguiente. correctamente interpuesta la demanda. En
efecto. como se desprende del Auto del Tribunal Supre­
mo. el recurso de casación para la unificación de doctrina
interpuesto por el actor no era manifiestamente infun­
dado ni temerario. sin perjuicio de que fuera inadmitido
por los motivos que se exponen en la referida resolución
y que. en sustancia. se reconducen al incumplimiento
de alguno de los requisitos de fondo enunciados en el
arto 216 LPL Así las cosas. no es posible concluir que
la parte haya alargado artificialmente la vía judicial ante
los Tribunales ordinarios. y. en consecuencia. ha de ini­
ciarse el cómputo de caducidad de la acción de amparo
a partir de la fecha de notificación a la parte del Auto
de inadmisión del citado recurso de casación para la
unificación de doctrina. con lo que. efectivamente. en
el momento de presentarse la demanda. no se había
excedido el plazo de veinte días previsto al efecto en
el art 44.2 LOTC.

2. Entrando a examinar la cuestión de fondo plan­
teada. sostiene el recurrente que la resolución impug­
nada ha infringido los arts. 14 y 28 CE. provocando
una discriminación fundada en la pertenencia sindical

del reclamante. por habérsele aplicado el arto 9.1.
b) LO.LS.• que reserva la excedencia forzosa única­
mente a los tabajadores que desempeñan cargos sin­
dicales de nivel provincial o superior «en las organiza­
ciones sindicales más representativas». cualidad que.
según se desprende de las afirmaciones del recurrente
y de las resoluciones judiciales de origen. no ostentaba
el sindicato al que pertenecía el actor. Y. conviene recor­
dar -como lo hacen las resoluciones judiciales mencio­
nadas-o este régimen jurídico es implantado por el citado
arto 9.1 b) LOLS.• que en lo tocante a la naturaleza
de la excedencia reconocida a estos trabajadores. pre­
cisó lo dispuesto en el art 46 ET

Planteada así la cuestión. es claro que el origen último
de la discriminación alegada se encuentra en el citado
precepto de la LOLS. Ahora bien. en contra de lo que
sostiene la representación procesal de la Caja Rural Pro­
vincial de Málaga. de esta circ'unstancia no cabe deducir
en modo alguno la falta de legitimación procesal del
recurrente. por no encontrarse entre los legitimados para
interponer un recurso de inconstitucionalidad. Tal como
se desprende del propio art 55.2 LOTC. y como es doc­
trina constante de este Tribunal. la circunstancia de que
el acto frente al que se imputa la lesión del derecho
fundamental haya sido dictado en correcta aplicación
de una ley. no cierra en modo alguno el acceso a este
recurso de amparo constitucional. sin más particularidad
que la prevista en dicho precepto de nuestra Ley
Orgánica.

3. El solo planteamiento de la cuestión pone de
manifiesto la directa vinculación existente entre ésta y
el conjunto de problemas que el régimen de la mayor
representatividad sindical pueda generar desde la pers­
pectiva constitucional.

Es doctrina general de este Tribunal. al respecto. el
considerar constitucionalmente legitima la atribución de
derechos específicos a ciertas organizaciones. en aten­
ción al mayor respaldo recibido de los trabajadores a
los que representan. cuy¡¡ finalidad última es la poten­
ciación del hecho sindical. impulsando la intervención
y participación de estos grupos en aspectos sustanciales
de la dinámica de nuestro sistema de relaciones labo­
rales. No está. pues. en cuestión la institución de la mayor
representatividad sindical. cuya legitimidad constitucio­
nal ha sido reiteradas veces reconocida desde este Tri­
bunal (por todas. STC 98/1985). El problema que se
plantea es. por tanto. de límites. y. según la reiterada
doctrina de este Tribunal y de aquellos Tribunales inter­
nacionales que interpretan tratados suscritos por España
en la materia y que presentan una notable virtualidad
hermenéutica de la Constitución (art. 10.2 CE). tales
límites pueden venir. principalmente del juego de los
arts. 14 y 28 C.E.. conjuntamente o por separado.

Desde la perspectiva del arto 28 C.E.. no sería cons­
titucionalmente admisible una norma que. reconociendo la
atribución exclusiva de ciertas prerrogativas o medios de
acción a ciertos sindicatos. priva a otros en consecuencia
de esos mismos medios de acción. cuando éstos sean man~

fiesta e inexcusablemente necesarios para que la organ~

zación sindical que se ve privada de ellos pueda realizar
las funciones de defensa de los intereses que le son propios.
porque ello equivale a negar la función institucional de estos
grupos. tal como les ha sido reconocida en el arto 7 c.E.
Una función que. en la interpretación dada por el TE.D.H.•
implica {da libertad de defensa de los intereses profesionales
de los adherentes a un sindicato. mediante la acción colec­
tiva del mismo. ... cuyo desarrollo debe ser posibilitado»
por el Estado (Sentencias TE.D.H. 27 de octubre 1975.
fundamento jurídico 39. ó 6 febrero 1976. fundamento jurí­
dico 39).
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Desde la perspectiva del árt. 14 C.E., sería rechazable
una diferencia de trato que careciera de justificación
objetiva y razonable, y que produjera un efecto despro­
porcionado en relación con la finalidad perseguida con
ella. Claro es que, al incidir la desigualdad de trato sobre
el ejercicio de un derecho fundamental, se impone la
interpretación conjunta de los arts. 14 y 28 C.E. valo­
rándose la proporcionalidad de la medida en directa rela­
ción con la pérdida de posibilidades de acción de los
sindicatos no protegidos por ella o, en su caso, de la
pérdida de medidas de tutela de los trabajadores incor­
porados a estas organizaciones, por el solo motivo de
su afiliación a ellas.

4. En el caso, como se ha dicho anteriormente, se
trata de valorar la legitimidad constitucional de la atri­
bución del carácter de excedencia forzosa a la ausencia
de los trabajadores de su puesto de trabajo, 'motivada
por el desempeño de cargos sindicales de ámbito pro­
vincial o superior, operada por el art. 9.1 b) L.O.L.S..
en contraste con el régimen, ciertamente menos favo­
rable, contemplado en el art. 46 E.T. para los cargos
sindicales de cualesquiera otras organizaciones que
carezCan de esta cualidad, y, tanto la parte recurrente
como el Ministerio Fiscal, invocan en favor de su tesis
favorable a la estimación de la demanda, la doctrina
sentada en la STC 99/1987 (fundamento jurídico 7.°),
en un supuesto que -juzgan ambos- guarda estrechas
similitudes con el presente. En la referida Sentencia se
resolvió declarar inconstitucional y nulo el art. 29.2 1)
de la Ley 30/1984, de Medidas Urgentes para la Refor­
ma de la Función Pública, por introducir una medida
excepcional -el reconocimiento de la situación de «ser­
vicios especiales» en favor de los funcionarios que
desempeñan cargos sindicales- que «no guardaba rela­
ción» de homogeneidad con el resto de los enumerados
en el arto 29.2 (supuestos todos ellos de desempeño
de cargos públicos de relevante interés general) y que,
por ello mismo era desproporcionada, por cuanto 'la
excepcionalidad del privilegio acordado a ciertos sindi­
catos no quedaba justificada en modo alguno.

Conviene recordar que, en el presente caso, la situa­
ción de partida no es la misma. La llamada «excedencia
forzosa» (por indudable influencia del derecho funcio­
narial) que se atribuye a los trabajadores con cargos
sindicales, es una modalidad de suspensión del contrato
de trabajo que, como se desprende del elenco de causas
desencadenantes de esta situación que se comprende
en el art. 45 E.T., responde a las más variadas vicisitudes
sobrevenidas al trabajador o al empresario y, en todos
los casos, genera una interrupción de las prestaciones
laborales principales, continuando el vínculo, que se rea­
nuda cuando cesa la CauSa que provocó la suspensión.
Aunque la mayor parte de ellas implique la imposición
de deberes específicos al empresario (siquiera sea por­
que ha de readmitir al trabajador una vez que cese la
suspensión), puede considerarse, a la vista de las causas
de suspensión del contrato previstas en el arte 45 E.T.,
que no existe una divergencia cualitativa relevante entre
la que ahora nos ocupa y las demás que se enuncian
en el referido precepto, si acaso, tiene una conexión
especialmente acentuada con la propia índole del con­
trato de trabajo, pues el desempeño de cargos sindicales
es una modalidad cualificada de tutela de los intereses
de los trabajadores por cuenta ajena.

Sentado lo anterior, sin embargo, ha de señalarse
que, como ya se ha tenido ocasión de recordar, el reco­
nocimiento de ciertas facilidades para el desarrollo de
la actividad sindical. no constituye parte del contenido
esencial de este derecho, en cuanto conjunto de facul­
tades que permiten hacerlo recognoscible en un momen­
to dado, y que autorizan a entender eficaz la función

última por la que el derecho mismo se reconoce (STC
11/1981). Se trata, pues, de un beneficio de origen legal.
que sólo podrá ser considerado ilegítimo en los casos
en que se produzcan los efectos expuestos en el fun­
damento jurídico anterior sobre los sindicatos no favo­
recidos, o, como sucede en este caso, sobre los afiliados
a las citadas organizaciones por raZón sola y exclusi­
vamente de su afiliación a ellas.

5. A la luz de todo lo dicho hasta ahora, no parece
que se vulnere derecho fundamental alguno por reco­
nocimiento parcial del derecho a la excedencia forzosa
que realiza el art. 9.1 b) L.O.L.S.

No se vulnera la libertad sindical. porque es claro
que los sindicatos que no ostenten la condición de más
representativos no quedan privados de la posibilidad real
de desarrollar una acción sindical eficaz, que depende
de medios de acción propios que no se ven mermados
por la denegación de un privilegio que no incumbe a
los medios de acción sindical, sino que opera en el plano
interno de la organización. Y tampoco puede decirse
que el trabajador que desempeñe cargo sindical en estas

'organizaciones quede desprovisto de toda tutela o medi­
da promocional de origen legal; las reglas del art. 46
E.T. continúan siéndole de plena aplicación, y garantizan
por consiguiente la no extinción del contrato de trabajo,
si bien el reingreso queda subordinado a la existencia
de vacante. El reconocimiento del derecho a la exce­
dencia forzosa de los trabajadores con cargos sindicales
en organizaciones más representativas es, pues, un plus
de tutela, no una única modalidad !;fe protección al mar­
gen de la cual sólo existe el vacío. Quepa, pues, valorar
la razonabilidad de este plus de tutela desde la pers­
pectiva del arto 14 C.E.

y, a este respecto, conviene destacar que la exce­
dencia forzosa es una modalidad de protección de los
derechos de los trabajadores con cargo sindical que des­
cansa sobre obligaciones que se imponen al empresario,
contraparte de las relaciones laborales. En consecuencia,
la imposición de obligaciones de esta naturaleza sólo
puede justificarse en atención a valores de trascendencia
acorde con la propia importancia de la restricción intro­
ducida en los poderes organizativos del empresario. Este
punto de partida -la incidencia del derecho reconocido
sobre derechos e intereses ajenos a los de los sindicatos
interesados- justifica una aproximación legal que, como
la que ahora se analiza, parta del carácter excepcional
de la medida y la reserve sólo a determinadas orga­
nizaciones que, por razón de las competencias legal­
mente reconocidas, asumen una especial carga orga­
nizativa en beneficio de todos los trabajadores a los que
representan, estén o no afiliados a ellas. Existe, pues,
una justificación razonable y adecuada de la reserva de
este beneficio únicamente en favor de los trabajadores
que desempeñen cargos electivos en estas organizacio­
nes y, claro está, en la medida en que las referidas orga­
nizaciones conserven esta cualidad -estas competen­
cias, en suma- a la que se encuentra indisolublemente
unido el beneficio en cuestión,

Tampoco puede considerarse desproporcionada la
medida adoptada en el referido precepto de la L.O.L.S.
Como ya se ha dicho, la proporcionalidad, en este
supuesto de interpretación conjunta de los arts. 14 y
28 C.E., debe valorarse en relación con la correlativa
pérdida de medios de acción que experimentan los sin­
dicatos no favorecidos que, aunque propiamente no vean
restringido su derecho de libertad sindical. pueden sufrir
injustificados recortes en prerrogativas que indudable­
mente favorecerían el desarrollo de su función institu­
cional, y que, además, no serían necesarios para que
la medida adoptada alcanzase plenamente sus fines.
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y sucede que, por razones que en parte ya hemos
tenido ocasión de ver, tampoco desde esta perspectiva
puede considerarse vulnerado el arto 14 C.E. La reserva
del beneficio analizado a los cargos sindicales de los
sindicatos más representativos es una medida que no
puede calificarse de desproporcionada, teniendo en
cuenta que las mínimas exigencias de representatividad
que se imponen en los arts. 6 y 7 L.O.L.S., para acceder
a dicha posición jurídica garantizan una razonable enti­
dad organizativa, en evitación de posibles abusos. Y ha
de tenerse en cuenta además, como se ha dicho antes,
que aun para los trabajadores integrados en sindicatos
que no ostenten la cualidad de más representativos no
se produce una total desprotección, conservándose el
régimen de excedencia voluntaria del art. 46 E.T., con
el que, en una medida no despreciable, se garantiza la
permanencia del vínculo laboral y se facilita, a las orga­
nizaciones no representativas, el reclutamiento de cargos
dirigentes, finalidad última de la regla que ahora se
examina.

Las consideraciones anteriores llevan a concluir que
las resoluciones impugnadas, al aplicar un precepto legal
que, en sí mismo, no vulnera los arts. 14 y 28 C.E..
no han infringido tampoco precepto alguno de nuestra
norma fundamental. con lo que es obligada la deses­
timación del recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido
Desestimar el presente recurso de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial del

Estado».
Dada en Madrid a tres de octubre de mil novecientos

noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

24498 Sala Primera. Sentencia 264/1994, de 3 de
octubre de 1994. Recurso de amparo
532/93. Contra Sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del T.S.J. de
Madrid. recaída en recurso contencioso-admi­
nistrativo contra Resolución del Secretario
general de Asistencia Sanitaria, por la que se
nombraba Jefe de Sección del Area de Gine­
cología y Obstetricia del Hospital "Príncipe de
Asturias", de Alcalá de Henares. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: empla­
zamiento edictal indebido.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra y don Pedro Cruz Villalón, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 532/93, promovido
por don Sixto Perera González, representado por el Pro­
curador de los Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén

y asistido del Letrado don Jesús Santaella López, contra
la Sentencia 680/92, de 27 de junio de 1992, dictada
por la Sección Sexta de la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
recaída en recurso contencioso-administrativo contra
Resolución del Secretario general de Asistencia Sani­
taría, de 28 de octubre de 1989, por la que se nombraba
Jefe de Sección del Area de Ginecología y Obstetricia
del Hospital "Príncipe de Asturias» de Alcalá de Henares
a don Joaquín Cortés Prieto. Ha comparecido don Jesús
García Torres, como Abogado del Estado, en interés de
la Administración Pública. Ha intervenido el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Presidente don Miguel Rodrí­
guez-Piñero y Bravo-Ferrer, quien expresa el parecer de
la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el día 22 de febr¡¡ro de 1993 y registrado en
este Tribunal el día 24 siguiente, don Argimiro Vázquez
Guillén, Procurador de los Tribunales, en nombre y repre­
sentación de don Sixto Pel'era González, interpuso recur­
so de amparo contra la Sentencia 680/92, de 27 de
junio de 1992, dictada por la Sección Sexta de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid. recaída en recurso contencioso-ad­
ministrativo contra Resolución del Secretario general de
Asistencia Sanitaria de 28 de octubre de 1989.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El recurrente desempeñaba las funciones de Jefe
del Servicio del Area de Ginecología y Obstetricia del
Hospital "Príncipe de Asturias», de Alcalá de Henares,
en comisión de servicios. desde el 1 de enero de 1988.

b) Por Resolución del Secretario general de Asis­
tencia Sanitaria de 28 de octubre de 1989, fue nom­
brado don Joaquín Cortés Prieto Jefe de Sección del
Area de Ginecología y Obstetricia del mismo hospital,
en virtud de un convenio entre la Universidad de Alcalá
de Henares y el INSALUD, quien tomó posesión de la
plaza el 12 de enero de 1990. Formuló, sin embargo,
recurso de reposición frente a ese nombramiento, deses­
timado por silencio administrativo, al entender que. con
sus méritos, le correspondía la de Jefe de Servicio enton­
ces ocupada, por don Sixto Perera González.

c) El 29 de octubre de 1990 don Joaquín CortéS
Prieto interpuso recurso contencioso-administrativo ante
la Sala Sexta del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.
El día 27 de juniQ de 1992 recayó Sentencia en la que
se anulaba la Resolución recurrida, reconociendo el dere­
cho del recurrente a ser designado para ocupar la plaza
vinculada de Jefe de Servicio del Area de Ginecología
y Obstetricia del indicado hospital universitario.

d) De la existencia de dicha Sentencia tuvo cono­
cimiento el recurrente en amparo por medio de una foto­
copia que le fue entregada en el Hospital de Alcalá de
Henares, el 19 de febrero de 1993.

3. El motivo de amparo que se invoca en la demanda,
ante este Tribunal. es la vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva. previsto en el arto 24 CE, por falta de
emplazamiento personal del interesado en el proceso ante
la jurisdicción contencioso-administrativa. Citando la doctrina
sentada por el Tribunal Constitucional sobre esta cuestión,
la defensa aduce que existe indefensión cuando se omite
el emplazamiento personal de aquellos que puedan com­
parecer como demandados -e incluso coadyuvantes- en
el proceso contencioso-administrativo. siempre que éstos


